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ÍNDICE TEMÁTICO

Hechos: Las quejosas Comunidad Educativa Tomás Moro Asociación Civil y Comunidad Educativa Tomás Moro Lomas Asociación Civil promovieron juicio de amparo indirecto en contra de los artículos 79, segundo párrafo, 80, octavo párrafo, 82, fracciones IV, V, segundo, tercer y cuarto párrafos y VI, y 82-Quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta, contenidos en el “DECRETO por el que se reforman, adicionan o derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de diciembre de 2020”.

Sentencia de amparo Al analizar las causales de improcedencia, el Juez de Distrito de manera oficiosa consideró que se actualizaba la causal de improcedencia prevista en la fracción XII del artículo 61 de la ley de la materia, ya que en el caso no quedó acreditada la existencia de un acto concreto de aplicación de la norma general impugnada, lo cual, consideró, es necesario para estar en aptitud de estudiar su validez a través del medio de control de regularidad constitucional de mérito. 

Recurso de revisión principal. La parte quejosa se inconformó con tal determinación por lo que interpuso recurso de revisión, efectuando diversos agravios en los que sostuvo que acreditó el perjuicio de las disposiciones reclamadas, pues contrario a lo señalado por la A quo, las quejosas tienen autorización para recibir donativos deducibles y que las disposiciones tienen el carácter autoaplicativo, pues se vio obligada a observar lo establecido en las disposiciones controvertidas a partir de su entrada en vigor sufriendo una afectación directa en su esfera jurídica, aunado a que fueron impugnadas como parte de un sistema normativo.

Recurso de revisión adhesivo. El Presidente de la República interpuso recurso de revisión adhesiva en el que expuso que procedía confirmar la sentencia recurrida y sobreseer en el juicio de amparo pues la parte quejosa no acreditó el acto de aplicación de los preceptos impugnados siendo de naturaleza heteroaplicativa, señalando algunos precedentes. Asimismo, solicitó que se confirmara el sobreseimiento decretado toda vez que la quejosa carecía de interés jurídico al no demostrar que existía afectación alguna respecto del supuesto establecido en las fracciones reclamadas. 
 
Resolución del Tribunal Colegiado. Modificó la sentencia recurrida, confirmó el sobreseimiento en el juicio respecto de los artículos 82 fracciones V, segundo, tercer y cuarto párrafos y VI, y 82 quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al considerar que se trata de normas heteroaplicativas y levantó el sobreseimiento respecto de los artículos 82, fracción IV, y 79, párrafo segundo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, considerando que la quejosa contaba con interés jurídico para reclamar el precepto por su sola entrada en vigor. Reservó jurisdicción a este Alto Tribunal al estimar que no se actualizaron los supuestos de competencia delegada para dicho Tribunal Colegiado. 


	
	Apartado
	Criterio y decisión
	Pág.

	I.
	COMPETENCIA
	La Primera Sala es competente para conocer del presente asunto.
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	II.
	
OPORTUNIDAD Y 
LEGITIMACIÓN


	
Es un presupuesto examinado por el tribunal colegiado que no amerita mayor pronunciamiento.
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	III.
	PROCEDENCIA DE LOS RECURSOS DE REVISIÓN
	El recurso de revisión principal y su adhesión son procedentes en virtud de que se interpusieron en contra de una sentencia dictada por un juez de distrito.
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	IV. 
	
CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 

	No se advierten causas de improcedencia distintas a las examinadas en la instancia previa.
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	V.
	CUESTIONES NECESARIAS PARA RESOLVER

	 
Demanda de amparo. La quejosa hizo valer once conceptos de violación en los que esencialmente argumentó:

Por cuanto hizo al artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, argumentó violación al derecho de seguridad jurídica y confianza legítima, y que no supera el test de proporcionalidad laxo, al señalar que el adicionar la obligación de las personas morales sin fines de lucro de amparar sus gastos con CFDI atenta contra el objeto social de las sociedades.

Sobre los artículos 80, último párrafo, 82 fracciones IV, V y VI y 82 Bis de la Ley del impuesto sobre la Renta, argumentó que violaban el derecho al desarrollo social, al trabajo y principio de pena inusitada, al imponer a las asociaciones transmitir la totalidad de su patrimonio a otra donataria autorizada cuando la autoridad fiscal revoque la autorización de recibir donativos.

Sentencia de amparo. El Juez de Distrito consideró que se actualizaba una causal de improcedencia al no haberse acreditado un acto concreto de aplicación, por lo que sobreseyó el juicio.

Recurso de revisión principal. La parte quejosa interpuso revisión argumentando que se acreditó el perjuicio de las disposiciones reclamadas. El Presidente de la República interpuso revisión adhesiva.

Sentencia del Tribunal Colegiado. Modificó la sentencia recurrida, confirmó el sobreseimiento respecto de los artículos 82 fracciones V, segundo, tercer y cuarto párrafos y VI, y 82 quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al considerar que se trata de normas heteroaplicativas y levantó el sobreseimiento respecto de los artículos 82, fracción IV, y 79, párrafo segundo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, considerando que la quejosa contaba con interés jurídico para reclamar el precepto por su sola entrada en vigor; reservando jurisdicción a este Alto Tribunal. 
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	VI.
	ESTUDIO DE FONDO
VI.1. 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

	
El artículo 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, supera el test de razonabilidad ya que es una medida que persigue un fin constitucionalmente válido, es racional y adecuada, siendo además proporcional. 

El artículo 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no es violatorio a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima.


	





25

	
	VI.2. Problema jurídico: Artículo 82, fracción IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

	
No existen argumentos que posibiliten analizar la constitucionalidad de del artículo 82, fracción IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, pues combate las consecuencias del incumplimiento de los requisitos para ser donataria autorizada. 

	

42

	VII.
	REVISIÓN ADHESIVA
	
Se declara sin materia
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	VIII.
	DECISIÓN
	PRIMERO. La justicia de la unión no ampara ni protege a COMUNIDAD EDUCATIVA TOMÁS MORO ASOCIACIÓN CIVIL Y COMUNIDAD EDUCATIVA TOMÁS MORO LOMAS ASOCIACIÓN CIVIL, en contra de los artículos 82, fracción IV, y 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigentes a partir del uno de enero de dos mil veintiuno. 

SEGUNDO. Se declara sin materia la revisión adhesiva.
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Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al quince de marzo de dos mil veintitrés, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve el recurso de revisión 130/2022, interpuesto por Comunidad Educativa Tomás Moro Asociación Civil y Comunidad Educativa Tomás Moro Lomas Asociación Civil (recurrentes), en contra de la resolución que dictó el veintinueve de octubre de dos mil veintiuno, el Juzgado Decimoquinto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el expediente **/**.

El problema jurídico a resolver por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consiste en determinar si el párrafo segundo del artículo 79, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, es violatorio a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima y si existen argumentos que posibiliten analizar la constitucionalidad del artículo 82, fracción IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta.
ANTECEDENTES Y TRÁMITE

1. Amparo indirecto (**/**). El cinco de abril de dos mil veintiuno, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, Comunidad Educativa Tomás Moro Asociación Civil y Comunidad Educativa Tomás Moro Lomas Asociación Civil, por conducto de su representante legal, presentaron demanda de amparo indirecto contra actos del Congreso de la Unión y otras autoridades. Dicho asunto, fue radicado en el Juzgado Decimoquinto de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, registrándose bajo el número **/**. En la demanda se solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de las autoridades y por los actos que a continuación se precisan: 

“III. AUTORIDADES RESPONSABLES

a) El Congreso General de la Unión, integrado por la Cámara de Diputados y por la Cámara de Senadores
b) El C. Presidente de los Estados Unidos Mexicanos

IV. NORMAS GENERALES RECLAMADAS 

A) Del Congreso General de la Unión, integrado por la Cámara de Diputados y por la Cámara de Senadores se reclama:

La discusión, aprobación y expedición del “DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de diciembre de 2020. 

En específico, la parte quejosa reclama por inconstitucional el sistema normativo integral compuesto por las siguientes disposiciones: (SIN TEXTO)


a) Los artículos 79, segundo párrafo, 80, octavo párrafo, 82, fracciones IV, V, segundo, tercer y cuarto párrafos y VI, y 82-Quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Por lo que respecta al párrafo segundo del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, la parte quejosa reclama la derogación de la excepción consistente que las personas morales y fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de impuesto no tenga que considerar como remanente distribuible sujeto al pago del impuesto sobre la renta, las erogaciones que no se encuentren amparadas con comprobantes fiscales digitales por internet o que se liquiden con cheque, transferencia bancaria, monedero electrónico, tarjeta de crédito, tarjeta de débito o tarjeta de servicios, si la contraprestación excede de $2,000.000 pesos.  (…)

B) Del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, se reclama la promulgación y expedición del “DECRETO por el que se reforman, adicionan o derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 8 de diciembre de 2020, que ha quedado señalado en el inciso A) del presente apartado, el cual contiene el sistema normativo integral reclamado compuesto por las disposiciones cuya inconstitucionalidad se reclama.  (…)

2. Lo anterior, señalando como preceptos violados los artículos 1, 3, 5, 9, 14, 16, 22, 25, 31, fracción IV, 73 y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 16 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 26, 33, 34 y 45 de la Carta de Organización de los Estados Americanos, 17 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y, 12 y 20 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

3. Seguido el juicio por sus demás tramites, se verificó la audiencia constitucional, emitiéndose la resolución correspondiente el veintinueve de octubre de dos mil veintiuno, en el siguiente sentido: 

ÚNICO. Se sobresee en este juicio, promovido por COMUNIDAD EDUCATIVA TOMÁS MORO A.C. y COMUNIDAD EDUCATIVA TOMÁS MORO LOMAS A.C., respecto del acto y autoridades precisados en el considerando II, por los motivos y fundamentos señalados en el último considerando.

4. Recurso de revisión (**/**).  Inconforme con esa resolución, la parte quejosa interpuso recurso de revisión cuyo conocimiento, por razón de turno, correspondió al Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. La revisión fue admitida con acuerdo de Presidencia de ese órgano el trece de enero de dos mil veintidós, formándose el toca **/**.

5. El veintiséis de enero de dos mil veintidós, se admitió el recurso de revisión adhesivo interpuesto por la autoridad responsable Presidente de la República por conducto de la Directora General de Amparos contra Actos Administrativos, en suplencia del Subprocurador Fiscal Federal de Amparos de la Procuraduría Fiscal de la Federación de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en representación de la autoridad responsable.

6. Seguidos los trámites procesales, en sesión de diez de marzo de dos mil veintidós, el citado Tribunal Colegiado resolvió lo siguiente: 

“PRIMERO. Se MODIFICA la sentencia recurrida.

SEGUNDO. Se SOBRESEE en el juicio por lo que hace a los artículos 80, octavo párrafo, 82 fracciones V, segundo, tercer y cuarto párrafos y VI, y 82 quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

TERCERO. SE DECLARA LA LEGAL INCOMPETENCIA de este tribunal para conocer del recurso de revisión respecto del tema de constitucionalidad de los artículos 82, fracción IV, y 79, párrafo segundo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

CUARTO. Remítanse los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

7. En estudio a los agravios efectuados por la parte quejosa sobre el sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito, modificó la sentencia recurrida, confirmó el sobreseimiento en el juicio respecto de los artículos 82 fracciones V, segundo, tercer y cuarto párrafos y VI, y 82 quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al considerar que se trata de normas heteroaplicativas y levantó el sobreseimiento respecto de los artículos 82, fracción IV, y 79, párrafo segundo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, reservando jurisdicción a este Alto Tribunal al estimar que no se actualizaron los supuestos de competencia delegada para dicho Tribunal Colegiado. 

8. Amparo en revisión ante este Alto Tribunal (130/2022) Mediante proveído de primero de abril de dos mil veintidós, el entonces Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, asumió su competencia originaria para conocer del recurso de revisión principal y adhesivo, ordenó su radicación en la Primera Sala y lo turnó para su estudio al Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá.[footnoteRef:1] [1:  Tal como se advierte del acuerdo de Presidencia de primero de abril de dos mil veintidós. 
] 


9. Posteriormente, mediante acuerdo de diecisiete de mayo de dos mil veintidós, la entonces Ministra Presidenta de esta Primera Sala, dispuso que la misma se avocara al conocimiento del asunto, y ordenó enviarse los autos a la Ponencia del Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, a fin de que formulara el proyecto de resolución correspondiente y se diera cuenta de él a esta Primera Sala.


I. COMPETENCIA

10. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es constitucional y legalmente competente para conocer del presente amparo en revisión.[footnoteRef:2] [2:  Lo anterior, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso e), y 83 de la Ley de Amparo; 21, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, vigente tras el decreto de reforma legal en la materia, publicado en el Diario Oficial de la Federación el siete de junio de dos mil veintiuno; así como lo previsto en el Acuerdo General Plenario 1/2023, punto tercero, en relación con el segundo, fracción III, inciso A) publicado en el Diario Oficial de la Federación el tres de febrero de dos mil veintitrés, por tratarse de un recurso de revisión en contra de sentencia dictada en amparo indirecto, donde subsiste un tema de constitucionalidad respecto del cual se tiene la competencia originaria. 
] 


II. OPORTUNIDAD Y LEGITIMACIÓN

11. No se estima necesario analizar la oportunidad ni legitimación de los medios de impugnación, pues el Tribunal Colegiado lo examinó y determinó que fueron interpuestos oportunamente y por personas facultadas para ello.[footnoteRef:3] [3:  Como se desprende de la sentencia emitida en el recurso de revisión **/**.
] 


III. PROCEDENCIA DE LOS RECURSOS DE REVISIÓN

12. Los recursos de revisión principal y adhesivo son procedentes, porque se interpusieron en contra de una sentencia dictada en la audiencia constitucional, por una Jueza de Distrito, en la que se controvirtió, entre otros, la constitucionalidad de los artículos 82, fracción IV, y 79, párrafo segundo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta y conforme a lo previsto en el Acuerdo General Plenario 1/2023, punto Tercero, en relación con el Segundo, fracción III inciso A), publicado en el Diario Oficial de la Federación el tres de febrero de dos mil veintitrés, en virtud de que el recurso de revisión se interpuso en contra de una sentencia dictada por un Juez de Distrito en un juicio de amparo en materia administrativa.

IV. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA

13. En cuanto al análisis de las causas de improcedencia se estima innecesario pronunciarse en relación con estas, debido a que el Juez de Distrito analizó una causal por la que determinó sobreseer en el juicio, y con motivo de los recursos de revisión el Tribunal Colegiado analizó lo correspondiente en torno a ello analizando también las causales restantes.

V.  CUESTIONES NECESARIAS PARA RESOLVER

14. A fin de resolver el presente amparo en revisión, conviene resumir los conceptos de violación que hizo valer la parte quejosa en el amparo, las consideraciones de la sentencia recurrida, los argumentos del recurso de revisión principal y adhesivo, así como lo resuelto por el Tribunal Colegiado.

15. Demanda de amparo. En el escrito presentado por la quejosa señaló como preceptos que contienen los derechos fundamentales violados los artículos 1, 3, 5, 9, 14, 16, 22, 25, 31, fracción IV, 73 y 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 16 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 26, 33, 34 y 45 de la Carta de Organización de los Estados Americanos, 17 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y, 12 y 20 de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

16. En el concepto de violación primero señaló la violación al derecho de seguridad jurídica del artículo 79, segundo párrafo de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al limitar la deducción de gastos que no se encuentran amparados con CFDIS, al considerarla una medida desproporcional, para el fin perseguido por el legislador.

17. La parte quejosa señala que, aplicando el test de proporcionalidad laxo o poco estricto, la disposición cuestionada debe ser expulsada de su esfera jurídica. Señala que, no obstante, que el control de constitucionalidad de disposiciones tributarias es poco estricto, ello no significa que se le permita al legislador ordinario violar la constitución con cualquier pretexto o justificación extrafiscal. 

18. Que según se desprende del contenido normativo de los actos reclamados, así como la exposición de motivos que dio origen a los mismos, la obligación de contar con un Comprobante Fiscal Digital por internet (conocido como (CFDI) que ampare los gastos, tiene como finalidad propiciar que las personas morales con fines no lucrativos recaben el comprobante fiscal de sus operaciones, para así evitar la evasión por parte de quienes les enajenen bienes o servicios.

19. No obstante, sostiene que dicha medida resulta inconstitucional al no superar el test de razonabilidad o proporcionalidad ya que la obligación de contar con un CFDI además de generar una mayor carga a las personas morales con fines no lucrativos, pasa por alto el fin por el que esas sociedades son creadas y las necesidades de operación que enfrentan día con día. 

20. Continúa realizando diversas consideraciones doctrinales respecto del principio de proporcionalidad y señala que el segundo párrafo del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta en relación con la fracción IV del artículo 147 de la misma Ley no supera el test de proporcionalidad en sus tres elementos, idoneidad, necesidad y proporcionalidad, ni de razonabilidad toda vez que la nueva obligación para las personas morales sin fines de lucro de amparar sus gastos con CFDI atenta de manera directa con el objeto social de estas sociedades. 

21. Lo anterior, pues el precepto que se reclama elimina la excepción que existía para que las donatarias autorizadas no tuvieran que considerar como remanente distribuible “ficto” sujeto al pago del impuesto sobre la renta las erogaciones que no estén amparadas con CFDI’S, o que no se liquiden con cheque, transferencia bancaria, monedero electrónico, tarjeta de crédito, tarjeta de débito o tarjeta de servicios si la contraprestación excede de $2,000.00 pesos. 

22. Refiere que se puede advertir que la racionalidad de las medidas legislativas como lo es la obligación de amparar con un CFDI todos los gastos en los que las personas morales con fines no lucrativos incurran, en la forma y términos establecidos en la Ley del Impuesto sobre la Renta, deberá de ser necesaria, idónea y proporcional, para poder respetar la propia constitución federal. 

23. Realiza diversas aseveraciones respecto de los fines que persigue una sociedad con fines no lucrativos, pues sostiene que no podría analizarse la idoneidad de la necesidad ni la proporcionalidad de la medida impugnada sin conocer el contexto de una sociedad sin fines de lucro, señalando que los recursos de los gobiernos resultan insuficientes para cubrir las necesidades sociales, por lo que es necesario que quienes han sido más favorecidos utilicen dichos privilegios para apoyar de manera desinteresada a los menos favorecidos; de esa manera sus actividades fueron formalizándose hasta lograr constituir organizaciones, por lo que los gobiernos deben de garantizar a través de todos los medios posibles que estas organizaciones puedan brindar de la forma más amplias sus trabajos asistenciales. 

24. Considera que toda vez que una persona moral sin fines de lucro busca poder brindar apoyos que el gobierno no proporcione a favor de los más necesitados, al momento de que se revisen los elementos del test de razonabilidad se deben tomar en cuenta sus características: 1) que llevan a cabo transacciones no recíprocas por las que obtienen recursos de donantes que no reciben en contraprestación pagos o beneficios económicos, 2) que sus actividades persiguen cubrir directa o indirectamente fines de carácter social y 3) que no existe participación definida de propietario que pueda ser transmitida o que en casos de liquidación pueda transmitir derechos a la distribución residual de recursos. 

25. Se duele de que la exposición de motivos señaló que la medida tuvo por finalidad propiciar que las personas morales con fines no lucrativos recaben el CFDI de sus operaciones para evitar la evasión por parte de quienes les enajenen bienes o servicios, no obstante, la obligación que se impone a estas personas morales no pueden garantizar la evasión y por el contrario afecta a las personas morales con fines no lucrativos en cuanto a su operación, pues el legislador pierde de vista que no buscan el lucro y su finalidad es altruista. 

26. De esta forma sostiene que la medida contenida en la norma no es la idónea para evitar la supuesta evasión por parte de quienes les enajenen bienes o servicios, pues las sociedades sin fines de lucro ya cuentan con un sinfín de obligaciones que cumplir para llevar su operación en la vía de legalidad, para que ahora se tenga que sumar el hecho de “escoger” a proveedores o personas que sí les expidan un comprobante fiscal digital de los gastos incurridos con motivo de su operación. 

27. Señala que las obligaciones contenidas en las disposiciones fiscales y administrativas ya son suficientes para estar en posibilidad de observar que la sociedad se conduzca de forma lícita y suficientemente transparente, por lo que resulta evidentemente excesivo que además de las cargas sociales con las que ya se cuentan, se les impongan más cargas administrativas ilógicas y violatorias de la Carta Magna que no hacen más que afectar la continuidad del objeto de estas. 

28. Por ello, reitera que la nueva obligación no es idónea siendo que obliga a las sociedades sin fines de lucro a adoptar medidas que afectan de manera incuestionable la realización de su objeto social y que no cumplen con la finalidad para lo que fueron creadas. 

29. Alude los requisitos que debe cumplir una sociedad sin fines de lucro, aunado a aquellas que deben cumplir si pretenden convertirse en una donataria autorizada.

30. Sostiene que lo anterior evidencia que la reforma al segundo párrafo del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no es idónea, y por ende, violatoria a la Constitución Federal, pues la obligación de recabar de quienes les enajenen los bienes o servicios la emisión de un CFDI así como la obligación de realizar los pagos que excedan de dos mil pesos con cheque, transferencia bancaria, etcétera, es irrelevante para evitar la evasión que así sugieren los legisladores, y en todo caso, la información que ya es proporcionada por la sociedad debe ser basta y suficiente para demostrar el marco de legalidad en que se desarrolla. 

31. Refiere que si se analizaran las áreas geográficas, personas y trabajos que realizan las sociedades sin fines de lucro, se encontraría con que en la mayoría de los casos no se está en posibilidad de solicitar a las personas con las que se trabaja la emisión de un CFDI ni menos aún la posibilidad de realizar los pagos que excedan de dos mil pesos con cheque, transferencia, monedero, tarjeta de crédito, etcétera pues muchas personas están ubicadas en zonas de alta pobreza y vulnerabilidad sin que ello signifique que sean evasoras de la ley.

32. Es decir, la eliminación de la excepción para que las donatarias autorizadas no tengan que considerar como remanente distribuible “ficto” sujeto al pago de impuestos las erogaciones que no estén amparadas con comprobante fiscal, sin tomar en cuenta que hay labores autorizadas que se realizan en zonas que carecen de facilidad para cumplir con ello, con aquellas de desarrollo social en zonas alejadas de las áreas urbanas o en zonas de desastre, es claramente una evidencia de la falta de idoneidad de la medida.

33. Señala que la reforma al artículo 79 de la Ley de Impuestos sobre la Renta, no simplifica ni facilita el cumplimiento de las obligaciones tributarias de las sociedades sin fines de lucro, sino que otorga mayores obligaciones que las que ya tenía, esto es, considerar como remanente distribuible toda erogación que no se encuentra amparada con un comprobante fiscal digital, argumentando que además de no ser una medida idónea también resulta desproporcional.

34. Asimismo, sostiene que la medida no es necesaria pues la autoridad cuenta con un sinnúmero de facultades de comprobación en la legislación fiscal, que tiene por finalidad verificar el cumplimiento de las obligaciones fiscales de las personas que les enajenan bienes o servicios a las sociedades sin fines de lucro, por lo que le parece ilegal que se traslade a las sociedades una responsabilidad que no les pertenece, pues en todo caso las autoridades cuentan con dichas facultades para entrar a revisar que los organismos o personas con quienes interactúan dichas sociedades cumplan con sus obligaciones fiscales.

35. Asevera que no resulta necesario un acto de molestia permanente en las obligaciones de las sociedades sin fines de lucro, reiterando las facultades de comprobación de la autoridad, tales como la visita domiciliaria, por lo que existen alternativas menos lesivas que la intromisión permanente en la determinación del remanente distribuible de las sociedades sin fines no lucrativos.  

36. Considera desproporcional la medida siendo que resulta ser una carga administrativa que afecta la realización de forma indudable de la consecución de su objeto social, pues cuestiona el cómo se pretende que las sociedades puedan mantener su sana operación si en cada gasto erogado se deben reunir todos los requisitos fiscales que son impuestos, considerando que las sociedades con fines de lucro (sic), y el resto de las sociedades mercantiles y sociedades civiles no deben ser tratadas por las autoridades bajo las mismas condiciones, siendo que dicha reforma tiene una tendencia a unificar las cargas administrativas que deben tener las mencionadas sociedades.

37. Finalmente, estima que la obligación de que los gastos que efectúa una sociedad sin fines de lucro de amparar sus gastos con comprobantes fiscales o que dichos gastos sean considerados como parte del remanente distribuible, deja de lado la operación que realmente lleva a cabo una sociedad sin fines de lucro, y deja de reconocer que existen muchos gastos que no pueden ser amparados con un comprobante fiscal al ser gastos que se realizan en situaciones fuera del contexto ordinario de una actividad normal o empresarial como en las sociedades mercantiles.

38. En el segundo concepto de violación sostiene que el segundo párrafo del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vulnera el derecho fundamental de legalidad y seguridad jurídica consagrado en los artículos 14 y 16 constitucionales del cual se desprende el principio de protección de confianza legítima. 

39. Menciona que la excepción contenida en el segundo párrafo del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta hasta el treinta y uno de diciembre de 2020 por virtud del cual se permitía que las personas morales con fines lucrativos estuvieran en la posibilidad de deducir los gastos incurridos con motivo de su operación aun y cuando no se cumpliera con el requisito de la fracción IV del artículo 147 de la misma Ley, era aplicado por contribuyentes como la quejosa, desde por lo menos 6 años consecutivos cuando entró en vigor la nueva Ley del Impuesto en 2014.

40. Así, la eliminación de una excepción tan trascendental como lo era la posibilidad de hacer deducible un gasto para una persona moral con fines no lucrativos que venía aplicándose en su operación, se considera como una violación a la garantía de seguridad jurídica por haber modificado abruptamente y no de manera paulatina como resguardo al principio que resguarda el principio de confianza legítima, la estabilidad con la que creían contar los contribuyentes en cuanto a la forma en que podían determinar sus obligaciones fiscales.

41. Señala que conforme al derecho de seguridad jurídica los actos de autoridad deberán ser claros en su fundamentación y motivación, precisando cada uno de los elementos que conforman los derechos y obligaciones de los gobernados y al mismo tiempo, limitar a las autoridades para evitar actuaciones arbitrarias, de lo contrario los gobernados podrían ser víctimas de arbitrariedades por parte de las autoridades que modifiquen disposiciones normativas, lo que implicaría afectaciones económicas en general para los contribuyentes pues no podrían llevar a cabo una planeación financiera ante la incertidumbre que imperaría respecto a la normatividad aplicable. 

42. Que la seguridad jurídica en materia tributaria consiste en salvaguardar la certidumbre jurídica del gobernado, evitando la comisión de cualquier arbitrariedad por parte de las autoridades, es decir, buscar la estabilidad de los diversos ordenamientos con la finalidad de que el gobernado en todo momento cuente con certeza jurídica, respecto de los ordenamientos normativos que lo rigen y si llega a surgir algún cambio de dicho ordenamiento éste no sea impuesto de forma inesperada. 

43. Asimismo, destaca que el principio de confianza legítima tutela el respeto de la adopción y aplicación de normas, actos o medidas bajo las cuales previamente el gobernado se sujeta, de manera que no puede ser sorprendido de forma imprevista, considerando que el segundo párrafo del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta causa un perjuicio trascendental en la esfera jurídica de las quejosas.

44. Lo anterior, pues dada la naturaleza del precepto impugnado erogaban gastos que no necesariamente estaban amparados con CFDI y antes de la entrada en vigor de la reforma, lo podían hacer deducible, sin embargo, la reforma eliminó dicha posibilidad, lo que a su decir es violatorio del principio de confianza legítima. Sostiene que el legislador desconoce que hay labores que se realizan en zonas que carecen de facilidades para cumplir con ello, generando una imposibilidad para las sociedades sin fines de lucro de cumplir su objeto social, además de que el cambio se realizó de forma arbitraria e intempestiva que violentó la seguridad jurídica. 

45. En el apartado II de sus conceptos de violación expuso aquellos relativos al artículo 80 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, referentes a que las personas morales y fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de impuestos perderán la autorización para recibir donativos en un porcentaje mayor al 50% del total de los ingresos en el ejercicio fiscal. 

46. Por lo que únicamente se enunciará su contenido sin mayor abundamiento puesto que dichos argumentos no serán motivo del estudio de esta resolución pues únicamente se avocará a aquellos relativos a lo contenido en los artículos 79 párrafo segundo y 82, fracción IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

47. En el tercer concepto de violación sostuvo que el artículo 80 último párrafo, primera oración de la Ley del Impuesto sobre la Renta es violatorio al derecho fundamental del desarrollo social consagrado en el artículo 35 de la Constitución Federal. 

48. En el cuarto concepto de violación señaló que el artículo 80 último párrafo, primera oración de la Ley del Impuesto sobre la Renta, es violatorio al principio de pena inusitada consagrado en el artículo 22 de la Constitución Federal.

49. En el concepto de violación quinto señaló que el artículo 80 último párrafo, primera oración de la Ley del Impuesto sobre la Renta, resulta violatorio al derecho fundamental de libre asociación consagrado en el artículo 9 de la Constitución Federal. 

50. En el sexto concepto de violación señaló que el artículo 80 último párrafo, primera oración de la Ley del Impuesto sobre la Renta, viola el derecho fundamental de libertad de trabajo, consagrado en el artículo 5 de la Constitución Federal. 

51. En el concepto de violación séptimo señaló que el artículo 80 último párrafo, primera oración de la Ley del Impuesto sobre la Renta es violatorio al contravenir los artículos 73 y 124 de la Constitución Federal al invadir la esfera competencial de las entidades federativas. 

52. En el octavo concepto de violación señala que los artículos 80 último párrafo, 82 fracciones IV, V y VI y 82 Bis de la Ley del Impuesto sobre la Renta violan el derecho de propiedad privada, derecho a la educación, al obligar a destinar la totalidad de su patrimonio a otra persona, en los supuestos de revocación o pérdida de vigencia o cancelación de la autorización para recibir donativos deducibles de impuestos sobre la renta. 

53. Refiere que, a partir de la reforma, se impone a las asociaciones como la parte quejosa a transmitir la totalidad de su patrimonio a otra donataria autorizada en diversos supuestos, tales como cuando la autoridad fiscal revoque la autorización para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta, cuando la vigencia de la autorización haya concluido o cuando la autoridad fiscal apruebe la solicitud de cancelación de la autorización. 

54. Expresa la parte quejosa que en términos del título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta, solicitó la autorización para recibir donativos deducibles, por ende, conforme al artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no es contribuyente del impuesto, y si bien, dicho régimen es optativo, las reglas que lo componen deben respetar los derechos humanos.

55. Señala que el nuevo régimen para las donatarias autorizadas instaura un sistema que regula la disposición de su patrimonio sin su consentimiento e indemnización previa y sin que ésta pueda rehusar su observancia, por lo que considera que resultan inconstitucionales dichas normas al establecer reglas que inciden directamente en su esfera jurídica y que constituyen un supuesto de disposición de su patrimonio de forma diversa hasta el treinta y uno de diciembre de 2020. 

56. Dice que esta nueva circunstancia del régimen, va más allá de lo que jurídicamente hubieran podido prevenir dichas sociedades al elegir dicho régimen, pues cuando solicitaron autorización para ser una donataria autorizada previnieron que su patrimonio podría transmitirse a otra donataria autorizada, solamente en el caso de que con su consentimiento entrare en la fase de liquidación del contrato de sociedad. 

57. No obstante, lo anterior, que las hoy quejosas no hubieran prevenido jurídicamente que la totalidad de su patrimonio, provenga o no de donativos deducibles del impuesto sobre la renta, puede ser transmitido sin su consentimiento a otra donataria autorizada solo por el hecho de que la autoridad revoque su autorización para ser donataria. 

58. Señala que resulta violatorio a su derecho de propiedad privada, pues se duele de la privación total de su patrimonio, sin que el origen de esa privación tenga como causa directa o indirecta el pago de contribuciones, por lo que la revocación de la autorización para recibir donativos deducibles expedida por la autoridad hacendaria constituye un acto unilateral privativo de la propiedad y/o patrimonio que no se encuentra garantizado por la causa de utilidad pública, y una indemnización previa a que la donataria autorizada tenga que transmitir la totalidad de su patrimonio a otra donataria, no obstante tener efectos expropiatorios.

59. Sostiene que la transmisión de la totalidad del patrimonio a otra donataria autorizada como causa directa de la revocación de la autorización de sociedades como la parte quejosa, en nada beneficia a la colectividad, pues el incremento del patrimonio de la otra donataria autorizada por sí mismo no genera un beneficio directo e inmediato a la colectividad, sino solo el incremento del haber patrimonial de una persona de derecho privado, por lo que no garantiza de forma directa e inmediata un beneficio a la colectividad.

60. Manifiesta que dentro del patrimonio de las donatarias autorizadas pueden concurrir bienes o derechos adquiridos con recursos que no provengan de donaciones y, por ende, el hecho de que no exista la obligación del Estado mexicano de indemnizarlas por la pérdida de propiedad de esos bienes o derechos indefectiblemente trasgreden los derechos de protección sobre la propiedad privada, pues el nuevo sistema patrimonial de las donatarias autorizadas no establece la obligación de resarcir a dichas entidades, por lo menos por los bienes o derechos que adquirieron con recursos diversos a los donativos deducibles. 

61. Sostiene que el régimen patrimonial de las donatarias autorizadas se rige por lo dispuesto en el artículo 31, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el hecho de que se transmita la totalidad del patrimonio como consecuencia directa e inmediata de la revocación de la autorización para recibir donativos deducibles, no constituye una contribución a cargo de las donatarias autorizadas, por lo que no contribuye al gasto público. 

62. Sobre los artículos 80, octavo párrafo, 82, fracciones V y VI y 82 Bis de la Ley del Impuesto sobre la Renta, también derivaría de una violación al derecho a la educación, ya que al privarse de su patrimonio a asociaciones sin fines de lucro que destinan sus bienes a la impartición de educación, los gobernados verían su educación interrumpida por la pérdida patrimonial de las asociaciones quienes encomiendan su educación.

63. En el apartado III de los conceptos de violación expuso aquellos relativos al artículo 82 quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta relativos al procedimiento de revocación de la autorización para ser donataria autorizada. 

64. En el noveno concepto de violación señaló que el artículo 82 quáter, fracción V de la Ley del Impuesto sobre la Renta resulta violatorio de los principios de irretroactividad y exacta aplicación de las leyes contemplados en los artículos 14 de la Constitución Federal, 11.2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1984 y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en relación con el artículo 133 Constitucional. 

65. En el décimo concepto de violación señala trasgresión al artículo 22 de la Constitución Federal en virtud de que la fracción V del artículo 82-quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta, contempla una pena trascendental.

66. En el décimo primer concepto de violación señala que la fracción V del artículo 82-quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta es violatoria al derecho constitucional de seguridad jurídica, contenidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal al dejar un margen de interpretación respecto al supuesto real que actualiza la causal de revocación. 

67. Consideraciones del Juez de Distrito. Al analizar las causales de improcedencia, el Juez de Distrito de manera oficiosa consideró que se actualizaba la causal de improcedencia prevista en la fracción XII del artículo 61 de la ley de la materia, ya que en el caso no quedó acreditada la existencia de un acto concreto de aplicación de la norma general impugnada, lo cual es necesario para estar en aptitud de estudiar su validez a través del medio de control de regularidad constitucional en estudio. 

68. Precisó que el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, dispone que el juicio de amparo es improcedente contra actos que no afecten el interés jurídico o legitimo del quejoso y contra normas generales que requieran un acto posterior al inicio de su vigencia. De esa lectura advirtió que establece que aquellas leyes que por su sola vigencia no causan perjuicio al quejoso, necesitan de un acto de aplicación concreto para impugnarse a través del juicio de amparo, pues en caso contrario, el juicio deviene inoperante. 

69. De esta forma advirtió que el juicio de amparo es improcedente cuando se reclama una norma de naturaleza heteroaplicativa y no exista un acto concreto en que se haya aplicado dicha norma en perjuicio del promovente. Así, efectuó un estudio respecto de los casos en los cuales existe una norma heteroaplicativa y cuando existe una norma autoaplicativa, para después determinar si en el caso concreto se actualizó o no dicha causa.

70. Concluyó que los preceptos impugnados por la parte quejosa contenidos en el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el ocho de diciembre de dos mil veinte, en específico los artículos 79, segundo párrafo, 80 octavo párrafo, 82, fracciones IV, V, segundo, tercer y cuarto párrafos y VI y 82- Quáter; son de naturaleza heteroaplicativa, ya que surgen diversas condicionantes para que se actualicen las hipótesis ahí contenidas, derivadas de las conductas que adopten el justiciable y las autoridades fiscales.

71. En términos de lo anterior, consideró que su aplicación está condicionada a la materialización de un acto, como lo es respecto del artículo 79, segundo párrafo de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que, con motivo de la presentación de su declaración anual de personas morales, con fines no lucrativos del dos mil veintiuno, enteren el remanente distribuible ficto, en razón de las erogaciones que efectúen y no sean deducibles en los términos del título IV de la propia legislación. 

72. Asimismo, que la autoridad fiscal a través de una resolución determine revocar la autorización para recibir donativos deducibles a la persona moral, tras haber obtenido ingresos mayores al cincuenta por ciento del total de sus ingresos por actividades no relacionadas con su objeto social, y que una vez ocurrido lo anterior, la resolución de revocación de la autorización quede firme y que se inicie el procedimiento a efecto de transmitir a otra donataria autorizada la totalidad de su patrimonio (artículo 80, último párrafo). 

73. Además, que se le haya revocado o no se le haya renovado la autorización para recibir donativos derivado del incumplimiento de la obligación de poner a disposición del público en general la información relativa a la autorización para recibir donativos, al uso y destino que se haya dado a los donativos recibidos y su patrimonio, así como al cumplimiento de sus obligaciones fiscales (artículos 82, fracciones IV, V, segundo, tercer y cuarto párrafos; y VI de la ley en cita). O bien, que se hubiese ubicado en alguna de las causas de revocación de la autorización para recibir donativos deducibles, y derivado de ello se hubiese incoado, así como concluido el procedimiento de revocación descrito en el artículo 82 Quáter, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

74. En la valoración probatoria determinó que las documentales exhibidas resultaron insuficientes para acreditar el interés de la parte quejosa respecto de los numerales 79, segundo párrafo, 80, octavo párrafo, 82, fracciones IV, V, segundo, tercer y cuarto párrafos y VI, y 82- Quáter de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

75. Por lo tanto, ya que la sola entrada en vigor de las normas reclamadas no afectaba la esfera jurídica de la parte quejosa, al ser de carácter heteroaplicativo, siendo necesario un acto concreto de aplicación para que se actualice su perjuicio; resolvió sobreseer en el juicio. 

76. Agravios de la quejosa en vía de revisión. La parte quejosa se inconformó con tal determinación por lo que interpuso recurso de revisión, efectuando diversos agravios en los que sostuvo que acreditó el perjuicio de las disposiciones reclamadas, pues contrario a lo señalado por la A quo, las quejosas tienen autorización para recibir donativos deducibles y que las disposiciones tienen el carácter autoaplicativo, pues se vio obligada a observar lo establecido en las disposiciones controvertidas a partir de su entrada en vigor sufriendo una afectación directa en su esfera jurídica, aunado a que fueron impugnadas como parte de un sistema normativo. 

77. Señalan que la naturaleza autoaplicativa de las normas se demuestra con el hecho de que, previo a su entrada en vigor, ellas se constituyeron como asociaciones civiles cuyo objeto ha consistido en impartir educación a nivel preescolar, primaria, secundaria y preparatoria, con autorización para recibir donativos deducibles, por lo que con la vigencia de los preceptos cuestionados se vieron obligadas a observar los cambios establecidos en los preceptos.

78. Alegan que, con la entrada en vigor del nuevo texto del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, se vieron afectadas por la derogación de la excepción consistente en dejar de considerar como remanente distribuible sujeto al pago del impuesto aquellas erogaciones no amparadas con comprobantes fiscales, liquidadas con cheque, transferencia bancaria, monedero electrónico, tarjeta de crédito, débito o de servicios, si la contraprestación excede de dos mil pesos. 

79. Aseguran que la resolución es ilegal, porque sí existió una obligación para ellas de liquidar sus erogaciones mediante alguno de los medios previamente señalados, siempre que la contraprestación exceda de dos mil pesos, es decir, sí existió un cambio ya que se les impuso una nueva obligación consistente en escoger con cautela a proveedores o personas que expidan comprobantes fiscales.

80. Reclaman que en el juicio se demostró que dicho artículo les causó afectación con motivo de su entrada en vigor, al crear una nueva obligación de contar con un CFDI que ampare el gasto realizado para que no sea tomado en cuenta como remanente distribuible, así como realizar pagos que excedan de $2,000.00 (dos mil pesos), mediante cheque, transferencia bancaria, monedero electrónico, tarjeta de crédito, débito o de servicios, ya que dichas imposiciones se adicionan a las adquiridas anteriormente.

81. Además de las consideraciones anteriores reprodujo los argumentos esgrimidos en su demanda de amparo. 

82. Recurso de revisión adhesivo. El Presidente de la República interpuso recurso de revisión adhesiva en el que expuso que procedía confirmar la sentencia recurrida y sobreseer en el juicio de amparo ya que la parte quejosa no acreditó el acto de aplicación de los preceptos impugnados siendo de naturaleza heteroaplicativa, señalando algunos precedentes. Asimismo, solicitó que se confirmara el sobreseimiento decretado pues la quejosa carecía de interés jurídico al no demostrar que existía afectación alguna respecto del supuesto establecido en las fracciones reclamadas.  

83. Sentencia del Tribunal Colegiado (**/**). El diez de marzo de dos mil veintidós, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito dictó resolución en la que:

a) Dejó firme el sobreseimiento respecto de los artículos 80, octavo párrafo, 82 fracciones V, párrafos segundo, tercero y cuarto, y VI, y 82 quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta, ya que consideró que, contrario a lo aducido por las quejosas, dichos preceptos son de naturaleza heteroaplicativa.

b) Modificó la sentencia recurrida levantando el sobreseimiento decretado respecto de los artículos 82, fracción IV, y 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en virtud de que, por lo que hace al primer precepto establece obligaciones que, para su acatamiento, no se necesita de un acto condición, mientras que, por lo que respecta al segundo, con el inicio de vigencia del nuevo texto, sí se impusieron nuevas cargas a las quejosas.

c) Reservó jurisdicción a este Alto Tribunal al estimar que no se actualizaron los supuestos de competencia delegada para este órgano colegiado sobre el planteamiento de inconstitucionalidad de los artículos 82, fracción IV, y 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

VI. ESTUDIO DE FONDO
	
84. Problemática jurídica a resolver. La materia del presente asunto consiste en analizar, a la luz de los conceptos de violación cuyo estudio se omitió, la constitucionalidad de los artículos 82, fracción IV, y 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, cuya reforma fue publicada en el “DECRETO por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la Federación”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el ocho de diciembre de dos mil veinte.

85. Esta problemática será analizada en dos apartados, en función de las siguientes preguntas:

a) ¿El artículo 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, resulta violatorio al realizar un estudio de razonabilidad?

b) ¿El artículo 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, es violatorio a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima?

c) ¿Existen argumentos que posibiliten analizar la constitucionalidad del artículo 82, fracción IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta?

86. Las respuestas a las interrogativas anteriores son en sentido negativo, como se expondrá a continuación. 

VI.1. Problema jurídico: preguntas a) y b) del artículo 79 segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta

87. Para hacer el análisis correspondiente cabe transcribir la porción normativa que fue suprimida en el decreto de ocho de diciembre de dos mil veinte, realizando un cuadro comparativo con el texto original: 

	TEXTO PREVIO A LA REFORMA (9 de diciembre de 2019)
	TEXTO IMPUGNADO (8 de diciembre de 2020)

	
Artículo 79. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta, las siguientes personas morales: (…)

Las personas morales a que se refieren las fracciones V, VI, VII, IX, X, XI, XIII, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXIV y XXV de este artículo, así como las personas morales y fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de impuestos, y los fondos de inversión a que se refiere este Título, considerarán remanente distribuible, aun cuando no lo hayan entregado en efectivo o en bienes a sus integrantes o socios, el importe de las omisiones de ingresos o las compras no realizadas e indebidamente registradas; las erogaciones que efectúen y no sean deducibles en los términos del Título IV de esta Ley, salvo cuando dicha circunstancia se deba a que éstas no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la misma; los préstamos que hagan a sus socios o integrantes, o a los cónyuges, ascendientes o descendientes en línea recta de dichos socios o integrantes salvo en el caso de préstamos a los socios o integrantes de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo a que se refiere la fracción XIII de este artículo. Tratándose de préstamos que en los términos de este párrafo se consideren remanente distribuible, su importe se disminuirá de los remanentes distribuibles que la persona moral distribuya a sus socios o integrantes.
	
Artículo 79. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta, las siguientes personas morales: (…)

Las personas morales a que se refieren las fracciones V, VI, VII, IX, X, XI, XIII, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXIV y XXV de este artículo, así como las personas morales y fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de impuestos, y los fondos de inversión a que se refiere este Título, considerarán remanente distribuible, aun cuando no lo hayan entregado en efectivo o en bienes a sus integrantes o socios, el importe de las omisiones de ingresos o las compras no realizadas e indebidamente registradas; las erogaciones que efectúen y no sean deducibles en los términos del Título IV de esta Ley; salvo cuando dicha circunstancia se deba a que éstas no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la misma; los préstamos que hagan a sus socios o integrantes, o a los cónyuges, ascendientes o descendientes en línea recta de dichos socios o integrantes salvo en el caso de préstamos a los socios o integrantes de las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo a que se refiere la fracción XIII de este artículo. Tratándose de préstamos que en los términos de este párrafo se consideren remanente distribuible, su importe se disminuirá de los remanentes distribuibles que la persona moral distribuya a sus socios o integrantes.



88. Como se observa la reforma eliminó la excepción de considerar como remanente distribuible a aquellas erogaciones que no sean deducibles en términos del título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, específicamente cuando dicha circunstancia se deba a que no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la misma ley; es decir, que a partir de la reforma, para que dichas erogaciones no sean consideradas como remanentes distribuibles, deberán “…estar amparada con el comprobante fiscal y que los pagos cuya contraprestación exceda de $2,000.00, se efectúen mediante transferencia electrónicas de fondos desde cuentas abiertas a nombre del contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y las entidades que para tal efecto autorice el Banco de México; cheque nominativo de la cuenta del contribuyente, tarjeta de crédito, débito, de servicios, o a través de los denominados monederos electrónicos autorizados por el Servicio de Administración Tributaria.”

89. Esta Primera Sala ha tenido el criterio en el sentido de que, en materia tributaria, la intensidad del escrutinio constitucional es flexible o laxo, porque el legislador cuenta con libertad configurativa del sistema tributario sustantivo y adjetivo. Para no vulnerar su libertad política, en campos como el mencionado, las posibilidades de injerencia del juez constitucional son menores y, por ende, la intensidad de su control se limita a verificar que la intervención legislativa persiga una finalidad objetiva y constitucionalmente válida.

90. Criterio contenido en la tesis de rubro: “TEST DE PROPORCIONALIDAD DE LAS LEYES FISCALES. EN ATENCIÓN A LA INTENSIDAD DEL CONTROL CONSTITUCIONAL DE LAS MISMAS, SU APLICACIÓN POR PARTE DE LA SUPREMA CORTE REQUIERE DE UN MÍNIMO Y NO DE UN MÁXIMO DE JUSTIFICACIÓN DE LOS ELEMENTOS QUE LO CONFORMAN”[footnoteRef:4]. [4:  La tesis 1a. LIII/2012 (10a.) derivada del amparo en revisión 820/2011, se encuentra publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, décima época, libro VII, abril de 2012, tomo 1, página 882, registro digital 2000683.] 


91. En efecto, como la misma parte quejosa admitió, para efectuar el análisis de sus disensos resultaría aplicable hacerlo aplicando un test laxo o poco estricto, siendo aplicable en el presente caso realizar un estudio de razonabilidad, pues la parte quejosa sustenta diversos de sus argumentos en las razones del legislador para modificar el artículo impugnado. 

92. Para ello, cabe hacer alusión a la exposición de motivos de la reforma al precepto impugnado, en lo particular, el Ejecutivo Federal señaló como ejes centrales de su propuesta la simplificación administrativa y seguridad jurídica, a través del planteamiento de diversas actualizaciones, precisiones, requisitos y directrices claras a efecto de simplificar el cumplimiento voluntario de obligaciones y delimitar la actuación de la autoridad fiscal. Sobre el eje de gestión tributaria se explicó que se busca privilegiar el ejercicio de las facultades de gestión tributaria, sobre las facultades de comprobación, en congruencia con el principio de autodeterminación y confianza ciudadana. 

93. Otros de los ejes a tomar en cuenta fue el de eficiencia recaudatoria, pues se plantea una mejora a la eficiencia del ciclo tributario con una reingeniería de la función de asistencia al contribuyente, el impulso de la cultura contributiva, la obtención de información relevante de los contribuyentes, el empleo de la tecnología disponible, el fortalecimiento de las facultades de gestión de la autoridad fiscal para controlar y vigilar el cumplimiento de las obligaciones de los contribuyentes, así como reformar la seguridad jurídica.

94. Sobre la evasión y elusión fiscales se consideró necesario robustecer la vigilancia sobre fusión y escisión de sociedades, transmisión de pérdidas fiscales, devolución de impuestos, comprobantes fiscales que presumiblemente amparan operaciones simuladas, donatarias autorizadas, dictámenes fiscales, acuerdos conclusivos, precisos de transferencia y cancelación en el Registro Federal de Contribuyentes, por ser casos en los que la autoridad fiscal ha detectado prácticas que redundan en la evasión o elusión fiscales.[footnoteRef:5]  Sobre lo que interesa respecto de las donatarias autorizadas y los comprobantes fiscales se señaló: [5:  Gaceta Parlamentaria número 5604-D, año XXIII, Palacio Legislativo de San Lázaro, martes 8 de septiembre de 2020, consultable en: http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/64/2020/sep/20200908-D.pdf ] 


“… toda vez que los actos o actividades que realizan los contribuyentes deben estar amparados con comprobantes fiscales y con la documentación adicional conducente, la presente iniciativa propone modificar el párrafo segundo del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a efecto de que cualquier gasto no amparado con comprobante fiscal digital por internet se considere como remanente distribuible. 

Esta medida propiciará que las personas morales con fines no lucrativos recaben el comprobante fiscal de sus operaciones, con lo que se evitará la evasión por parte de quienes les enajenen bienes o servicios. 

Acorde a lo anterior, se propone incluir un artículo transitorio, a fin de otorgar certeza jurídica a los contribuyentes, respecto de la reforma al artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, referente a las personas morales que otorguen becas, así como a las que se dedican a la investigación científica o tecnológica, a las actividades de investigación o preservación de la flora o fauna silvestre, terrestre o acuática o a la reproducción de especies en protección y peligro de extinción y a la conservación de su hábitat, mencionadas en las fracciones XI, XVII, XIX y XX del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Dicho artículo transitorio, establece la consecuencia y régimen fiscal que deberán tomar las citadas personas morales, que no cuenten con la autorización para recibir donativos deducibles a la entrada en vigor de la propuesta de reforma, debiendo tributar conforme al Título II de la citada Ley, asimismo, deberán determinar el remanente distribuible generado al 31 de diciembre de 2020 en los términos del Título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta esa fecha y sus socios e integrantes acumularán el remanente que las personas morales mencionadas les entreguen en efectivo o en bienes.

95. En ese orden de ideas, el excluir la excepción de considerar como remanente distribuible a aquellas erogaciones que no sean deducibles en términos del título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, específicamente cuando dicha circunstancia se deba a que no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la misma ley; contrario a lo aseverado por las quejosas, supera el test de razonabilidad aplicable, pues esa medida es acorde al ejercicio interpretativo constitucional, por lo siguiente:

96. Persigue un fin constitucionalmente válido, como fue reseñado uno de los ejes que siguió la reforma de cuyo precepto impugnado existió una reforma, fue el contrarrestar la evasión y elusión fiscales, considerando necesario robustecer la vigilancia, entro otros, sobre las donatarias autorizadas, pues se han encontrado casos en los que la autoridad fiscal ha detectado prácticas que redundan en la evasión o elusión fiscales, considerando que la medida de que las personas recaben el comprobante fiscal de sus operaciones, evitará la evasión por parte de quienes les enajenen bienes o servicios. 

97. Esto se advierte apegado a los principios de justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV de la Constitución Política del país, del que se desprende que el sistema tributario tiene como objetivo el recaudar los ingresos que el Estado requiere para satisfacer las necesidades básicas de la comunidad, haciéndolo de manera que el mismo resulte justo, equitativo y proporcional, con el propósito de procurar el crecimiento económico y la más adecuada distribución del ingreso y la riqueza, para el desarrollo óptimo de los derechos tutelados por la Constitución. En el caso, la finalidad del legislador fue evitar la evasión por parte de quienes les enajenen bienes o servicios a las personas morales con fines no lucrativos, máxime al haber detectado que ello había sido uno de los medios de elusión fiscal que ha sido utilizado.  

98. Es racional y adecuada. Contrario a lo manifestado por la parte quejosa, la medida de excluir la excepción de considerar como remanente distribuible a aquellas erogaciones que no sean deducibles en términos del título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, específicamente cuando dicha circunstancia se deba a que no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la misma ley, no se trata de un requisito que le represente una carga irracional, por el contrario, se trata de una medida adecuada para el fin pretendido porque el hecho de que los gastos no deducibles por requisitos formales, se consideren ahora remanente distribuible y obligue a pagar impuestos sobre los mismos, inhibe la evasión e incentiva que se cumplan esos requisitos. 

99. De esta forma, se advierte adecuado y racional que un gasto (y a la vez ingreso de otro contribuyente) sea amparado, pues las personas morales no contribuyentes buscarán recabar los comprobantes fiscales de sus operaciones para no tener que enterar el impuesto sobre el remanente y la expedición de dichos comprobantes garantizará que la autoridad tributaria tenga conocimiento de tales operaciones, con lo que naturalmente se evita la evasión por parte de quienes enajenen bienes o servicios. Robusteciendo la racionalidad de la medida el hecho de que la autoridad fiscal haya detectado prácticas de evasión o elusión fiscal, sin que ello implique que se pierda de vista su finalidad altruista, si se ha advertido que contribuyentes han usado ese estatus para efectuar tales prácticas evasivas.

100. No obsta que la parte quejosa se duele de tener un sinfín de obligaciones administrativas y fiscales, y que ahora se le suma el hecho de escoger a proveedores o personas que sí les expidan un comprobante fiscal digital de los gastos en los que incurra, sin que explicite qué derecho o derechos de rango constitucional le son violentados ante el combatido nuevo requisito, pues no basta que asevere que ello afecta la continuidad de su objeto, de una forma incuestionable, para estimar que una carga adicional le resulte violatoria a los derechos constitucionales.

101. Asimismo, las afirmaciones efectuadas por las quejosas se advierten infundadas pues aun cuando señala que dicha medida no puede garantizar que se combata la evasión y por el contrario afecta a las personas morales con fines no lucrativos en cuanto a su operación; no se puede perder de vista que ha sido criterio de este Alto Tribunal que la creación del sistema fiscal, por disposición de la Constitución Política del país, está a cargo del poder legislativo de la unión, al que debe reconocérsele un aspecto legítimo para definir el modelo y las políticas tributarias que, en cada momento histórico, cumplan con sus propósitos de la mejor manera, sin pasar por alto que existen ciertos límites que no pueden rebasarse sin violentar los principios constitucionales.

102. Así, la elección del medio para cumplir esa finalidad no conlleva exigir al legislador que dentro de los medios disponibles justifique cuál de todos ellos cumple en todos los grados (cuantitativo, cualitativo y de probabilidad) o niveles de intensidad (eficacia, rapidez, plenitud y seguridad), sino únicamente determinar si el medio elegido es apto para su finalidad, exigiéndose un mínimo de idoneidad y que exista correspondencia proporcional mínima entre el medio elegido y el fin buscado que justifique la intervención legislativa diferenciada entre los sujetos comparables, lo que se advierte que acontece en el presente caso al efectuar un estudio de razonabilidad.

103. Es proporcional, porque en atención a la finalidad perseguida, si bien impacta en la una nueva carga fiscal pues deberá solicitar un comprobante digital que ampare sus gastos respecto de aquellas personas que les enajenen bienes o servicios; ello no se advierte como una carga desproporcionada o irrealizable que implique una actividad extenuante que limite sus actividades, lo cierto es que ello es congruente con el eje de eficiencia recaudatoria, pues se impulsa la cultura contributiva, la obtención de información relevante de los contribuyentes, el empleo de la tecnología disponible, el fortalecimiento de las facultades de gestión de la autoridad fiscal para controlar y vigilar el cumplimiento de las obligaciones de los contribuyentes, lo que se advierte como una consecuencia de las obligaciones de rango constitucional que tienen los ciudadanos de tributar en términos de la fracción IV del artículo 31 constitucional.

104. Finalmente, respecto de la afirmación de que ello resulta un acto de molestia permanente en las obligaciones de las sociedades sin fines de lucro, máxime ante la existencia de las facultades de comprobación de la autoridad, tales como la visita domiciliaria, existiendo alternativas menos lesivas que la intromisión permanente en la determinación del remanente distribuible de las sociedades sin fines no lucrativos; es de destacarse que se advierte proporcional la media en tanto que el Estado busca además una mejora de gestión tributaria en el que se privilegia el ejercicio de las facultades de gestión tributaria, sobre las facultades de comprobación, en congruencia con el principio de autodeterminación y confianza ciudadana. 

105. Lo anterior, significa que el Estado no tenga que desplegar una actuación administrativa con la finalidad de vigilar uno a uno a los millones de contribuyentes, sino que, se privilegia la gestión pues ante una autodeterminación, es decir, ante acciones individuales, la autoridad fiscal facilitará su labor, lo que implica eficiencia de operación que incluso podría repercutir positivamente en la reducción de los recursos que se destinen para desplegar las facultades de verificación, siendo beneficioso para todo el aparato estatal.

106. Respecto del segundo cuestionamiento, sobre si el precepto impugnado es violatorio a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima, la parte quejosa sostiene que es así pues se modifica abruptamente y no de manera paulatina la estabilidad con la que creían contar los contribuyentes en cuanto a la forma en que podían determinar sus obligaciones fiscales.

107. Señala que conforme al derecho de seguridad jurídica los actos de autoridad deberán ser claros en su fundamentación y motivación, precisando cada uno de los elementos que conforman los derechos y obligaciones de los gobernados y al mismo tiempo, limitar a las autoridades para evitar actuaciones arbitrarias, de lo contrario los gobernados podrían ser víctimas de arbitrariedades por parte de las autoridades que modifiquen disposiciones normativas, lo que implicaría afectaciones económicas en general para los contribuyentes pues no podrían llevar a cabo una planeación financiera ante la incertidumbre que imperaría respecto a la normatividad aplicable. 

108. Que la seguridad jurídica en materia tributaria consiste en salvaguardar la certidumbre jurídica del gobernado, evitando la comisión de cualquier arbitrariedad por parte de las autoridades, es decir, buscar la estabilidad de los diversos ordenamientos con la finalidad de que el gobernado en todo momento cuente con certeza jurídica, respecto de los ordenamientos normativos que lo rigen y si llega a surgir algún cambio de dicho ordenamiento éste no sea impuesto de forma inesperada. 

109. Asimismo, destaca que el principio de confianza legítima tutela el respeto de la adopción y aplicación de normas, actos o medidas bajo las cuales previamente el gobernado se sujeta, de manera que no puede ser sorprendido de forma imprevista, considerando que el segundo párrafo del artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta causa un perjuicio trascendental en la esfera jurídica de las quejosas.

110. Al respecto, es imprescindible acudir al artículo 31, fracción IV constitucional, que dispone que es obligación de los mexicanos contribuir para el gasto público tanto de la federación, como de la Ciudad de México, estados y municipios, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.

111. El artículo en mención establece entre otras cosas, que los elementos esenciales del tributo deben estar expresamente consignados en la ley, para que así no quede margen a la arbitrariedad de las autoridades exactoras, y para que el contribuyente pueda conocer, en todo momento, la forma cierta de contribuir al gasto público.

112. Al respecto, esta Primera Sala al resolver los amparos en revisión 831/2015, 355/2016, 787/2016, 976/2016, 57/2016 y 1014/2016, reconoció que el principio de confianza legítima no ha sido acuñado en nuestro derecho positivo mexicano, pero retomó la doctrina europea respecto del mismo, conforme a la cual, la “confianza legítima” podría ser definida como el principio por el que ciertas situaciones jurídicas son catalogadas como expectativas razonablemente objetivas,[footnoteRef:6] las cuales son creadas por el comportamiento por las entidades del Estado, no pueden ser cambiadas de forma imprevisible por parte de los poderes públicos, con excepción de que existan causas constitucionalmente válidas que así lo permitan.  [6:  Se consideran que se presentan las expectativas razonablemente objetivas cuando los gobernados realizan determinada actividad derivada o auspiciada por la conducta de los entes estatales, ya sea porque hicieron algo, o bien, porque dejaron de hacerlo. A diferencia de las meras expectativas en donde sólo se han ejecutado actos tendentes a generar el derecho, en las expectativas razonablemente objetivas, los sujetos han ejecutado el derecho, pese a que la autoridad no se lo haya reconocido, o bien, porque se lo concedió y posteriormente pretende desconocerlo. 
] 


113. En dichos precedentes se verificó la forma en que tal principio es susceptible de aplicarse señalando que ésta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que es en el principio de seguridad jurídica, consagrado en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, la base sobre la cual descansa en el sistema jurídico mexicano, en la medida en que tutela el derecho del gobernado a no encontrarse jamás en una situación de incertidumbre jurídica y, en consecuencia, en estado de indefensión.

114. Así, esta Primera Sala ha sustentado que el contenido esencial de la garantía de seguridad jurídica radica en “saber a qué atenerse” respecto de la regulación normativa prevista en la ley y a la actuación de la autoridad, tal como se desprende de la jurisprudencia 1a./J. 139/2012 de rubro: “SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE”.[footnoteRef:7] [7:  Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XVI, Tomo 1, enero de 2013, página 437, registro digital 2002649.] 


115. En ese criterio jurisprudencial se precisó que en materia tributaria se destaca el relevante papel que se concede a la ley como instrumento garantizador de un trato igual de todos ante la ley, frente a las arbitrariedades y abusos de la autoridad, lo que equivale a afirmar, desde un punto de vista positivo, la importancia de la ley como vehículo generador de certeza, y desde un punto de vista negativo, el papel de la ley como mecanismo de defensa frente a las posibles arbitrariedades de los órganos del Estado.

116. De ahí se sigue que el principio de seguridad jurídica también puede dividirse en dos aspectos, uno objetivo y otro subjetivo. El primero, se refiere a los dispositivos normativos que permitan dar certeza a sus destinatarios y les posibilite conocer las facultades y aptitudes que se le permitieron a la autoridad ejercer. El segundo, se refiere al destinatario de la norma, en el sentido de que tenga un conocimiento cierto, claro y de antemano sobre lo que la disposición manda, permite o prohíbe. 

117. Es ese aspecto subjetivo del derecho de seguridad jurídica, en el que descansa el principio de confianza legítima en el sistema jurídico mexicano. Ello se debe a que las actuaciones de los entes estatales le generan certidumbre a los sujetos, lo cual implica que les da confianza, o bien, se tiene la expectativa de que la actuación de la autoridad se encuentra ajustada al marco regulatorio correspondiente y, por ende, en la estabilidad de sus acciones.

118. Lo que persigue el principio de confianza legítima es proteger la buena fe con la que actúan los gobernados en atención a las acciones que implementan los órganos del Estado; es decir, los primeros esperan que una acción pública se reitere, o bien, se mantenga.

119. Así, tenemos que el principio de confianza legítima válidamente puede adoptarse en el sistema jurídico mexicano, además de que tiene un asidero constitucional, como ya dijimos, en el derecho fundamental de seguridad jurídica; por tanto, la protección constitucional de ese principio sí puede solicitarse.  

120. No obstante, la forma en que el principio tiene cabida constitucional en el derecho humano a la seguridad jurídica; es al analizarse en sintonía con los demás derechos fundamentales reconocidos, así como con el resto de disposiciones que integran la Constitución General.

121. Así, tratándose del derecho humano a la seguridad jurídica en su vertiente de “confianza legítima” no puede erigirse como un valor absoluto, pues ello podría dar lugar a que las funciones del Estado sean estáticas y no puedan evolucionar conforme a lo que requiere el devenir social.

122. Una primera limitante la encontramos en el artículo 73 de la Constitución General, en el cual se establecen diversas facultades del Congreso de la Unión para regular las diversas áreas en que se desenvuelve el Estado mexicano, como son las referentes a la imposición de contribuciones necesarias para cubrir el presupuesto.

123. En relación con esa atribución, esta Suprema Corte la ha interpretado en el sentido de que el creador de la norma tiene una amplia libertad de configurar las contribuciones que estime necesarias. Así, sostuvo que no es exigible al creador de la norma que explique o justifique detalladamente las reformas que haga a leyes impositivas, sino basta con que éstas atiendan a la necesidad de recaudar recursos para cubrir el gasto público.[footnoteRef:8]  [8:  Tal como se advierte de la jurisprudencia 1a./J. 159/2007, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, página 111, de rubro y texto siguientes: “SISTEMA TRIBUTARIO. SU DISEÑO SE ENCUENTRA DENTRO DEL ÁMBITO DE LIBRE CONFIGURACIÓN LEGISLATIVA, RESPETANDO LAS EXIGENCIAS CONSTITUCIONALES. El texto constitucional establece que el objetivo del sistema tributario es cubrir los gastos públicos de la Federación, del Distrito Federal y de los Estados y Municipios, dentro de un marco legal que sea proporcional y equitativo, por ello se afirma que dicho sistema se integra por diversas normas, a través de las cuales se cumple con el mencionado objetivo asignado constitucionalmente. Ahora bien, la creación del citado sistema, por disposición de la Constitución Federal, está a cargo del Poder Legislativo de la Unión, al que debe reconocérsele un aspecto legítimo para definir el modelo y las políticas tributarias que en cada momento histórico cumplan con sus propósitos de la mejor manera, sin pasar por alto que existen ciertos límites que no pueden rebasarse sin violentar los principios constitucionales, la vigencia del principio democrático y la reserva de ley en materia impositiva. En tal virtud, debe señalarse que el diseño del sistema tributario, a nivel de leyes, pertenece al ámbito de  facultades legislativas y que, como tal, lleva aparejado un margen de configuración política -amplio, mas no ilimitado-, reconocido a los representantes de los ciudadanos para establecer el régimen legal del tributo, por lo que el hecho de que en un determinado momento los supuestos a los que recurra el legislador para fundamentar las hipótesis normativas no sean aquellos vinculados con anterioridad a las hipótesis contempladas legalmente, no resulta inconstitucional, siempre y cuando con ello no se vulneren otros principios constitucionales”.] 


124. Así, para respetar esa libertad de configuración que tiene el creador de la norma y en atención a los principios democrático y de división de poderes, esta Suprema Corte ha sostenido que no es válido analizar lo acertado o no del legislador para establecer o modificar gravámenes a efecto de cumplir con su finalidad de recaudar para el gasto público, sino que debe hacerse un estudio laxo que descanse en que la intervención legislativa persiga una finalidad objetiva y constitucionalmente válida.

125. De esta forma, es infundado que el precepto genere una carga administrativa desmedida y que ello sea violatorio de la seguridad jurídica o al principio de confianza legítima, toda vez que con la exclusión de excepción de la posibilidad de hacer deducible un gasto para una persona moral con fines no lucrativos que venía aplicándose en su operación, se apega a los principios de veracidad y demostrabilidad razonables que impera en materia tributaria. 

126. De igual forma, no resulta ser un cambio  estructural repentino que genere incertidumbre respecto del sistema tributario, ya que únicamente conforma la introducción de un requisito para la posibilidad de hacer deducible un gasto, y dado el principio de anualidad de las contribuciones, cuenta con un plazo suficiente para ajustarse al mismo, pues resulta aplicable a partir del siguiente ciclo fiscal, por lo que no era indispensable un régimen de transición pese a que con anterioridad estuviera contemplada una excepción de considerar como remanente distribuible a aquellas erogaciones que no sean deducibles en términos del título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, específicamente cuando dicha circunstancia se deba a que no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la misma ley, pues no existe un derecho de rango constitucional que implique que una norma deba permanecer estática o que sea inamovible. 

127. Ello es así pues si bien existen diversos mecanismos para el control de las operaciones de las personas contribuyentes, no es obstáculo para que el legislador, en uso de la libertad configurativa, impusiera modulaciones distintas a partir del ejercicio fiscal de dos mil veintiuno y se apartara de lo previamente establecido, eliminando la excepción de considerar como remanente distribuible a aquellas erogaciones que no sean deducibles en términos del título IV de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, destacando en la propia exposición de motivos de la reforma la insuficiencia de los mecanismos de control y explicando la idoneidad de la reforma.

128. No se aprecia apartado de lo razonable pedir a las personas contribuyentes mexicanas que tengan la diligencia de conseguir los datos necesarios para acreditar a través de un comprobante fiscal los gastos efectivamente realizados, máxime que se trata de partes que efectúan operaciones de compraventa de bienes o servicios entre las que, ante las obligaciones tributarias de todas las personas, se supone viabilidad de solicitar el comprobante fiscal correspondiente.

129. En conclusión, la supresión del segundo párrafo del artículo 79 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente a partir de dos mil veintiuno, supera el test de razonabilidad al considerar como remanente distribuible a aquellas erogaciones que no sean deducibles en términos del título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, específicamente cuando dicha circunstancia se deba a que no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la misma ley.

130. Es decir, que a partir de la reforma, para que dichas erogaciones no sean consideradas como remanentes distribuibles, deberán estar amparadas con el comprobante fiscal y que los pagos cuya contraprestación exceda de $2,000.00 (dos mil pesos), se efectúen mediante transferencia electrónicas de fondos desde cuentas abiertas a nombre del contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y las entidades que para tal efecto autorice el Banco de México; cheque nominativo de la cuenta del contribuyente, tarjeta de crédito, débito, de servicios, o a través de los denominados monederos electrónicos autorizados por el Servicio de Administración Tributaria.

131. Asimismo, la supresión del segundo párrafo del artículo 79 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente a partir del uno de enero de dos mil veintiuno, no transgrede los principios de seguridad tributaria y principio de confianza legítima al descartar la excepción de considerar como remanente distribuible a aquellas erogaciones que no sean deducibles en términos del título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, específicamente cuando dicha circunstancia se deba a que no reúnen los requisitos de la fracción IV del artículo 147 de la misma ley.

VI.2. Problema jurídico: Artículo 82, fracción IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

132. De la lectura integral de la demanda, particularmente del concepto de violación octavo en el que la parte quejosa señala que los artículos 80 último párrafo, 82 fracciones IV, V y VI, 82 Bis de la Ley del Impuesto sobre la Renta, violan el derecho de propiedad privada y derecho a la educación, al obligar a destinar la totalidad de su patrimonio a otra persona, en los supuestos de revocación o pérdida de vigencia o cancelación de la autorización para recibir donativos deducibles de impuestos sobre la renta; se advierte que no se efectúan argumentaciones en lo particular respecto del precepto que se analiza.

133. En efecto, en el concepto de violación relativo la parte quejosa señala que, a partir de la reforma, se impone a las asociaciones como la parte quejosa a transmitir la totalidad de su patrimonio a otra donataria autorizada en diversos supuestos, tales como cuando la autoridad fiscal revoque la autorización para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta, cuando la vigencia de la autorización haya concluido o cuando la autoridad fiscal apruebe la solicitud de cancelación de la autorización. 

134. Expresa que en términos del título III de la Ley del Impuesto sobre la Renta, solicitó la autorización para recibir donativos deducibles, por ende, conforme al artículo 79 de la Ley del Impuesto sobre la Renta no es contribuyente del impuesto, y si bien, dicho régimen es optativo, las reglas que lo componen deben respetar los derechos humanos.

135. Señala que el nuevo régimen para las donatarias autorizadas instaura un sistema que regula la disposición de su patrimonio sin su consentimiento e indemnización previa y sin que ésta pueda rehusar su observancia, por lo que considera que resultan inconstitucionales dichas normas al establecer reglas que inciden directamente en su esfera jurídica y que constituyen un supuesto de disposición de su patrimonio de forma diversa hasta el treinta y uno de diciembre de dos mil veinte. 

136. Dice que esta nueva circunstancia del régimen va más allá de lo que jurídicamente hubieran podido prevenir dichas sociedades al elegir dicho régimen, pues cuando solicitaron autorización para ser una donataria autorizada previnieron que su patrimonio podría transmitirse a otra donataria autorizada, solamente en el caso de que con su consentimiento entrare en la fase de liquidación del contrato de sociedad. 

137. No obstante, lo anterior, que las hoy quejosas no hubieran prevenido jurídicamente que la totalidad de su patrimonio, provenga o no de donativos deducibles del impuesto sobre la renta, puede ser transmitido sin su consentimiento a otra donataria autorizada solo por el hecho de que la autoridad revoque su autorización para ser donataria. 

138. Señala que resulta violatorio a su derecho de propiedad privada, pues se duele de la privación total de su patrimonio, sin que el origen de esa privación tenga como causa directa o indirecta el pago de contribuciones, por lo que la revocación de la autorización para recibir donativos deducibles expedida por la autoridad hacendaria constituye un acto unilateral privativo de la propiedad y/o patrimonio que no se encuentra garantizado por la causa de utilidad pública y una indemnización previa a que la donataria autorizada tenga que transmitir la totalidad de su patrimonio a otra donataria, no obstante tener efectos expropiatorios.

139. Sostiene que la transmisión de la totalidad del patrimonio a otra donataria autorizada como causa directa de la revocación de la autorización de sociedades como la parte quejosa, en nada beneficia a la colectividad, pues el incremento del patrimonio de la otra donataria autorizada por sí mismo no genera un beneficio directo e inmediato a la colectividad, sino solo el incremento del haber patrimonial de una persona de derecho privado, por lo que no garantiza de forma directa e inmediata un beneficio a la colectividad.

140. Manifiesta que dentro del patrimonio de las donatarias autorizada pueden concurrir bienes o derechos adquiridos con recursos que no provengan de donaciones y, por ende, el hecho de que no exista la obligación del Estado mexicano de indemnizarlas por la pérdida de propiedad de esos bienes o derechos indefectiblemente trasgreden los derechos de protección sobre la propiedad privada, pues el nuevo sistema patrimonial de las donatarias autorizadas no establece la obligación de resarcir a dichas entidades, por lo menos por los bienes o derechos que adquirieron con recursos diversos a los donativos deducibles. 

141. Al respecto es necesario transcribir el contenido del precepto que se analiza:

“Artículo 82. Las personas morales con fines no lucrativos a que se refieren las fracciones VI, X, XI, XII, XIX, XX y XXV del artículo 79 de esta Ley, deberán cumplir con lo siguiente para ser consideradas como instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles en los términos de esta Ley. (…) 

IV. Que destinen sus activos exclusivamente a los fines propios de su objeto social, por el cual hayan sido autorizadas para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta, no pudiendo otorgar beneficios sobre el remanente distribuible a persona física alguna o a sus integrantes personas físicas o morales, salvo que se trate, en este último caso, de alguna de las personas morales o fideicomisos autorizados para recibir donativos deducibles de impuestos o se trate de la remuneración de servicios efectivamente recibidos.”

142. Como se advierte, del precepto trascrito, es decir, de la fracción IV del artículo 82 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, los argumentos antes reseñados no se encuentran particularmente dirigidos a controvertir su contenido, es decir, los requisitos que deberán cumplir las personas morales con fines no lucrativos, para ser consideradas como instituciones autorizadas para recibir donativos deducibles; por el contrario, los argumentos de la parte quejosa se centran en las consecuencias que tiene en sus bienes el hecho de que la autoridad fiscal revoque la autorización para recibir donativos deducibles del impuesto sobre la renta, cuando la vigencia de la autorización haya concluido o cuando la autoridad fiscal apruebe la solicitud de cancelación de la autorización con motivo del incumplimiento del precepto en cita.

143. No se pierde de vista que la parte quejosa impugnó los artículos 79, párrafo segundo, 80, octavo párrafo, 82 fracciones IV, V, párrafos segundo, tercero y cuarto, y VI, y 82 quáter de la Ley del Impuesto sobre la Renta, aseverando ser un sistema normativo integral compuesto de dichas disposiciones; no obstante, fueron sobreseídos en el juicio el resto de los preceptos relacionados a dichos argumentos, por lo que al no advertir motivo de impugnación en lo particular al precepto que aquí se analiza, es que se determina que lo procedente es declarar inoperantes los argumentos en análisis y negar la protección constitucional respecto del artículo 82, fracción IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

VII. REVISIÓN ADHESIVA

144. Finalmente, como ha sido criterio reiterado en este Alto Tribunal, cuando los conceptos de violación resulten infundados o sean desestimados y lo que corresponde es negar la protección constitucional solicitada, desaparece la condición a que se sujeta el interés de la autoridad responsable adherente por lo que la revisión adhesiva debe declararse sin materia.

145. De conformidad con el artículo 82 de la Ley de Amparo[footnoteRef:9], la parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por otra de las partes para expresar los agravios correspondientes y la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste. [9: Artículo 82. La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por otra de las partes dentro del plazo de cinco días, contados a partir del día siguiente a aquél en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.] 


146. Luego, derivado de que en el caso concreto lo que corresponde es negar el amparo a las quejosas COMUNIDAD EDUCATIVA TOMÁS MORO ASOCIACIÓN CIVIL Y COMUNIDAD EDUCATIVA TOMÁS MORO LOMAS ASOCIACIÓN CIVIL recurrentes en lo principal, ha quedado sin materia la revisión hecha valer por el recurrente adhesivo, Presidente de la República; toda vez que dicha determinación resulta acorde con la pretensión toral que lo motivó a hacer valer el medio de impugnación en comento. 

147. Es aplicable al respecto en términos del artículo sexto transitorio de la Ley de Amparo por no contravenirla ni encontrarse superada, la jurisprudencia 1a./J. 71/2006 de rubro: “REVISIÓN ADHESIVA. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA AL DESAPARECER LA CONDICIÓN A LA QUE SE SUJETA EL INTERÉS DEL ADHERENTE”[footnoteRef:10]. [10:  Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XXIV, octubre de 2006, página 266, registro digital 174011.
] 


VIII. DECISIÓN

148. De conformidad con todo lo razonado, en la materia de la revisión competencia de este Alto Tribunal, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que al resultar infundados e inoperantes los argumentos analizados, lo procedente es negar el amparo en contra de los artículos 82, fracción IV, y 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigentes a partir del uno de enero de dos mil veintiuno.

En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

[bookmark: _Toc55945267][bookmark: _Toc87436996]RESUELVE:
PRIMERO. La justicia de la unión no ampara ni protege a COMUNIDAD EDUCATIVA TOMÁS MORO ASOCIACIÓN CIVIL Y COMUNIDAD EDUCATIVA TOMÁS MORO LOMAS ASOCIACIÓN CIVIL, en contra de los artículos 82, fracción IV, y 79, segundo párrafo, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigentes a partir del uno de enero de dos mil veintiuno. 

SEGUNDO. Se declara sin materia la revisión adhesiva.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos a su lugar de origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto definitivamente concluido.

[bookmark: _Hlk134619785]Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de la señora y los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá (Ponente), Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reservó su derecho a formular voto concurrente.


Firman el Presidente de la Primera Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA 



MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO


PONENTE



MINISTRO JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ


SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA




MTRO. RAÚL MENDIOLA PIZAÑA


En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 110 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como en el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos. 
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